
EXAMEN TAG 

1. La rúbrica “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas” se 
corresponde con: 

a) La sección 2 del capítulo II del Titulo II de la Constitución Española. 

b) La sección 1 del capítulo I del Título II de la Constitución Española. 

c) La sección 1 del capítulo II del Título I de la Constitución Española. 

d) La sección 2 del capítulo I del Título III de la Constitución Española. 

2. El artículo 18.3 de la Constitución Española...: 

a) garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen. 

b) garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 

c) determina que la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la 
intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus 
derechos. 

d) establece que el domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse 
en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante 
delito. 

3. Según el artículo 99.1 de la Constitución Española: 

a) Después de cada renovación de las Cortes Generales, y en los demás supuestos 
constitucionales en que así proceda, el Presidente del Gobierno, previa consulta 
con los representantes designados por los grupos políticos con representación 
parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato al 
Rey. 

b) Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 
supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los 
representantes designados por los sindicatos, y a través del Presidente del 
Senado, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 

c) Después de cada renovación del Senado, y en los demás supuestos 
constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes 
designados por los grupos políticos con representación parlamentaria, y a través 
del Presidente del Gobierno, propondrá un candidato a la Presidencia del 
Congreso de los Diputados. 

d) Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 
supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los 
representantes designados por los grupos políticos con representación 



parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la 
Presidencia del Gobierno. 

4. El precepto de la Constitución Española en el que se determina que 
“Corresponde al Rey: Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en 
su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos 
previstos en la Constitución” es el: 

a) Artículo 62 letra d) 

b) Artículo 62 letra c) 

c) Artículo 72 letra d) 

d) Artículo 62 letra b) 

5. El artículo 87.1 de la Constitución Española establece que: 

a) Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la 
adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición 
de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea 
encargados de su defensa 

b) Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa 
popular para la presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no 
menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha iniciativa en materias 
propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la 
prerrogativa de gracia. 

c) La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de 
acuerdo con la Constitución y los Reglamentos de las Cámaras. 

d) La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado y al 
Defensor del Pueblo, de acuerdo con la Constitución y los Reglamentos de las 
Cámaras. 

6. La Administración Local la encontramos regulada en la Constitución 
Española en: 

a) Los artículos 140 a 142 que constituyen el Capítulo II del Título VIII. 

b) Los artículos 137 a 139 que constituyen el Capítulo II del Título VIII. 

c) Los artículos 137 a 142 que constituyen el Capítulo II del Título VIII. 

d) Los artículos 143 a 158 que constituyen el Capítulo II del Título VIII. 

7. Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore 
el lugar de la notificación o bien, intentada ésta, no se hubiese podido 
practicar, la notificación se hará: 

a) Por medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
b) Por medio de un anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia. 



c) Por medio de un anuncio en el portal web de la Corporación y en el Tablón de 
Anuncios. 

d) Por medio de un anuncio en el Diario Oficial de la Comunidad Autónoma. 

8. ¿Cuáles son los servicios que, en todo caso, deberán prestar los municipios, 
según el artículo 26.1, letra a) de la Ley 7/85 de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local (LRBRL)? 

a) Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, 
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos 
de población y pavimentación de las vías públicas. 

b) Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, 
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos 
de población, pavimentación de las vías públicas, parque público y biblioteca 
pública. 

c) Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, 
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos 
de población, pavimentación de las vías públicas, parque público, biblioteca 
pública, tratamiento de residuos y protección civil. 

d) Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, 
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos 
de población, pavimentación de las vías públicas, parque público, biblioteca 
pública, tratamiento de residuos, protección civil, evaluación  e información de 
situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o 
riesgo de exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones 
deportivas de uso público, transporte colectivo urbano de viajeros y medio 
ambiente urbano. 

9. Los trienios percibidos indebidamente, por una equivocación del 
Ayuntamiento, y consolidados en el tiempo por el funcionario hace 1 año, 
¿suponen una consolidación en sus retribuciones?. 

a) Sí, por medio del complemento personal transitorio,concepto retributivo regulado 
en la Disposición Transitoria 10ª de la Ley de medidas para la reforma de la 
Función Pública. 

b) No, se debe rectificar mediante expediente tramitado al efecto, tal y como indica el 
artículo 109.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 

c) Sí porque ha prescrito el plazo para tramitar el expediente de reintegro de pagos 
indebidos. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 

10. El artículo 86.1 de la Constitución Española, al referirse a los Decretos-leyes, 
afirma lo siguiente: 

a) En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar 
disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos legislativos 
y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los 



derechos, deberes y libertades de los ciudadanos, regulados en el Titulo I, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

b) En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar 
disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que 
no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los 
derechos, deberes y libertades de los ciudadanos, regulados en el Titulo III, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

c) En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar 
disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que 
no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los 
derechos, deberes y libertades de los ciudadanos, regulados en el Titulo I, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

d) En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar 
disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que 
no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los 
derechos, deberes y libertades de los ciudadanos, regulados en el Titulo I, al régimen 
de las Entidades Locales ni al Derecho electoral general. 

11. ¿A quién corresponde la aprobación del reglamento orgánico y de las 
ordenanzas, según el artículo 22.2, letra d) de la Ley 7/85, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL)? 

a) Al Pleno municipal en los Ayuntamientos y a la Asamblea vecinal en el régimen de 
Concejo Abierto. 

b) A la Junta de Gobierno Local. 

c) Al Alcalde. 

d) A la Comisión informativa correspondiente. 

12. El artículo 11.1 de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local (LRBRL) define al Municipio como… 

a) la entidad local básica de la organización territorial de la provincia. Tiene 
personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

b) la entidad local básica de la organización territorial de la Comunidad Autónoma. 
Tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

c) la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Carece de 
personalidad jurídica y no tiene capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

d) la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personalidad 
jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

13. El artículo 68.1 de la Constitución Española estipula que: 



a) El Congreso se compone de un mínimo de 350 y un máximo de 400 Diputados, 
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto en los términos que 
establezca la ley. 

b) El Congreso se compone de un mínimo de 200 y un máximo de 400 Diputados, 
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto en los términos que 
establezca la ley. 

c) El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, 
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto en los términos que 
establezca la ley. 

d) El Congreso se compone de un mínimo de 250 y un máximo de 400 Diputados, 
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto en los términos que 
establezca la ley. 

14. La autonomía de los municipios se garantiza por la Constitución en el 
artículo...: 

a) 140 

b) 145 

c) 141 

d) 138 

15. Señala la opción correcta: 

a) Según el artículo 169 de la Constitución Española la reforma constitucional se puede 
iniciar en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados previstos en el 
artículo 116. 

b) Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de 
dos quintos de cada uno de las Cámaras, según el artículo 167.1 de la Constitución 
Española. 

c) La reforma constitucional se regula en el Titulo X de la Constitución Española, 
abarcando los artículos 166 a 169 de la misma. 

d) El artículo 166 de la Constitución Española determina que “La iniciativa de reforma 
constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 
88”. 

16. De acuerdo con lo establecido en el art. 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, el procedimiento de aprobación 
de las ordenanzas locales requiere: 
 

a) Periodo de información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo 
de 30 días para la presentación de reclamaciones y sugerencias. 



b) Exposición al público, previo anuncio en el boletín oficial de la provincia o, en su 
caso, de la comunidad autónoma uniprovincial, por un mes, durante los cuales los 
interesados podrán presentar reclamaciones. 

c) Publicación de la aprobación inicial del texto en el portal web correspondiente, con 
el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y recabar cuantas 
aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades, 
interesados por el plazo mínimo de 30 días. 

d) Exposición al público, previo anuncio en el boletín oficial de la provincia o, en su 
caso, de la comunidad autónoma uniprovincial, por un periodo mínimo de 15 días, 
durante los cuales los interesados podrán presentar reclamaciones. 
 

17. De acuerdo con lo establecido en el art. 70 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, las ordenanzas municipales 
entran en vigor: 

a) A partir del día siguiente al de la publicación de su texto en el "Boletín Oficial" de la 
Provincia. 

b) Tras la publicación de su texto en el "Boletín Oficial" de la Provincia, y una vez que 
transcurra el plazo previsto en el artículo 65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

c) Tras la  publicación de su texto en el "Boletín Oficial" de la Provincia. 
d) Se les aplica el mismo régimen que a los presupuestos y las ordenanzas fiscales. 

 
18. Conforme al sistema electoral local, en los municipios de población superior 

a 250 habitantes: 
a) Pueden ser candidatos a Alcalde todos los Concejales; si alguno de los candidatos 

obtiene la mayoría absoluta de los votos de los Concejales es proclamado electo; 
si ninguno obtuviese dicha mayoría, será proclamado Alcalde el Concejal que 
hubiere obtenido más votos populares en las elecciones de Concejales. 

b) Pueden ser candidatos todos los Concejales que encabecen sus correspondientes 
listas; si alguno de ellos obtiene la mayoría absoluta de los votos de los Concejales 
es proclamado electo. Si ninguno de ellos obtiene dicha mayoría es proclamado 
Alcalde el Concejal que encabece la lista que haya obtenido mayor número de 
votos populares en el correspondiente municipio. En caso de empate se resolverá 
por sorteo. 

c) Pueden ser candidatos todos los Concejales que encabecen sus correspondientes 
listas. Si alguno de ellos obtiene la mayoría absoluta de los votos de los 
Concejales es proclamado electo. Si ninguno de ellos obtiene dicha mayoría, se 
repetirá la votación y si alguno de ellos obtiene la mayoría simple de los votos de 
los concejales es proclamado electo. 

d) Pueden ser candidatos todos los Concejales que encabecen sus correspondientes 
listas; si alguno de ellos obtiene la mayoría de los votos de los Concejales es 
proclamado electo. Si ninguno de ellos obtiene dicha mayoría es proclamado 
Alcalde el Concejal que encabece la lista que haya obtenido mayor número de 
votos populares en el correspondiente municipio. En caso de empate se resolverá 
por sorteo. 

19. En la moción de censura: 



a) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la Corporación y habrá de incluir un candidato a la 
Alcaldía, pudiendo serlo cualquier Concejal cuya aceptación expresa conste en el 
escrito de proposición de la moción. 

b) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la Corporación y habrá de incluir un candidato a la 
Alcaldía, pudiendo serlo cualquier Concejal que haya encabezado las listas 
electorales y cuya aceptación expresa conste en el escrito de proposición de la 
moción. 

c) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por dos tercios del número 
legal de miembros de la Corporación y habrá de incluir un candidato a la Alcaldía, 
pudiendo serlo cualquier Concejal que haya encabezado las listas electorales y 
cuya aceptación expresa conste en el escrito de proposición de la moción 

d) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la mayoría reforzada 
del número legal de miembros de la Corporación y habrá de incluir un candidato a 
la Alcaldía, pudiendo serlo cualquier Concejal que haya encabezado las listas 
electorales y cuya aceptación expresa conste en el escrito de proposición de la 
moción. 

20. El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo 
a) Cada mes en los Ayuntamientos de los municipios de una población entre 5.001 

habitantes y 20.000 habitantes. 
b) Cada dos meses mes en los Ayuntamientos de los municipios de hasta 5.000 

habitantes. 
c) Cuando así lo decida el Presidente o lo solicite la cuarta parte, al menos, del 

número legal de miembros de la Corporación. 
d) Ninguna es correcta. 

 
21. Conforme a lo establecido en el artículo 21.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local, el Alcalde puede delegar: 
a) La concertación de operaciones de crédito. 
b) La jefatura superior de todo el personal. 
c) La separación del servicio de los funcionarios y el despido del personal laboral. 
d) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal 

22. En las Comisiones informativas, señala la respuesta incorrecta: 

a) El Alcalde o Presidente de la Corporación, es el Presidente nato de todas ellas.  La 
Presidencia efectiva podrá delegarla en cualquier miembro de la Corporación, a 
propuesta de la propia Comisión, tras la correspondiente elección efectuada en su 
seno. 

b) Cada Comisión estará integrada de forma que su composición se acomode a la 
proporcionalidad existente entre los distintos grupos políticos representados en la 
Corporación. 



c) La adscripción concreta a cada Comisión de los miembros de la Corporación que 
deban formar parte de la misma en representación de cada grupo, se realizará 
mediante votación de la mayoría simple de los miembros del Pleno. 

d) Podrá designarse un suplente por cada titular. 

23. En cuanto a las votaciones en las entidades locales: 

a) El sistema normal de votación será la nominal. 

b) En el sistema de votación ordinaria, el llamamiento será por orden alfabético de 
apellidos y siempre en último lugar el Presidente. 

c) La votación nominal requerirá la solicitud de un grupo municipal aprobada por el 
Pleno por una mayoría simple en votación ordinaria. 

d) La votación secreta podrá utilizarse si así lo acuerda la mayoría absoluta del Pleno. 

24. Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con el 
Ayuntamiento, para la realización de cualquier trámite de un procedimiento 
administrativo: 

a) Las personas físicas que se presenten a procesos selectivos para ser empleados 
públicos del mismo. 

b) Los autónomos que se relacionen con el Ayuntamiento. 
c) Los concejales. 
d) Las uniones temporales de empresas. 

 
25. Son actos que deben ser motivados, conforme al artículo 35 Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común: 
a) Los actos que se separen del criterio establecido en los informes técnicos. 
b) Los acuerdos de adopción de medidas de urgencia. 
c) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales 
d) Los acuerdos que acepten pruebas propuestas por los interesados 

 
26. Durante el periodo estival se realizan unas contrataciones para atender la 

mayor afluencia de visitantes en un paraje del término municipal. 
Normalmente, se realizan 22 contratos de 1.5 meses cada uno. Con la nueva 
reforma laboral, y en relación a la limitación de 90 días para la realización de 
contratos por situaciones previsibles, ¿sería posible seguir realizando estas 
contrataciones? 

a) Sí, acudiendo a la modalidad de contrato por circunstancias de la producción por 
necesidades ocasionales y previsibles ya que no se supera el límite de días 
anuales, en cómputo global por empresa. 

b) Sí, acudiendo a la modalidad de contrato por circunstancias de la producción por 
necesidades ocasionales y previsibles ya que no se supera el límite de días 
anuales, por cada trabajador o contrato. 

c) No, porque acudiendo a la modalidad de contrato por circunstancias de la 
producción por necesidades ocasionales y previsibles, se supera el límite de 
días anuales, en cómputo global por empresa. 



d) No, porque acudiendo a la modalidad de contrato por circunstancias de la 
producción por necesidades ocasionales y previsibles, se supera el límite de días 
anuales, por cada trabajador o contrato. 
 

27. Conforme a lo establecido en  la Ley 39/2015: 
a) Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días naturales a 

partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 
b) Toda notificación deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación 

de la motivación en la que se ha basado. 
c) Toda notificación deberá indicar si pone fin o no a la vía administrativa y la 

expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y 
judicial. 

d) Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha 
de notificación la de aquélla que se hubiera producido en último lugar 
 

28. Sobre la invalidez del acto administrativo, SEÑALA LA INCORRECTA: 
a) Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos 

constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste. 
b) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la 

conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido 
igual de no haberse cometido la infracción. 

c) La Administración podrá convalidar los actos nulos, subsanando los vicios de que 
adolezcan. 

d) La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el 
procedimiento que sean independientes del primero. 
 

29. Respecto a los términos y plazos en el procedimiento administrativo: 

a) La tramitación de urgencia reduce a la mitad todos los plazos establecidos para el 
procedimiento ordinario. 

b) No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la 
tramitación de urgencia al procedimiento. 

c) La administración podrá decidir  sobre la ampliación de los plazos establecidos, que 
deberá producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. 

d) En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido. 

30. El plazo para resolver el procedimiento: 
 

a) Quedará suspendido por un plazo de siete días hábiles a contar desde la 
realización de las  actuaciones complementarias. 

b) Quedará suspendido por un plazo de siete días naturales a contar desde la 
realización de las  actuaciones complementarias. 

c) Quedará suspendido hasta la terminación de las actuaciones complementarias. 
d) No quedará suspendido ya que dichas actuaciones no son indispensables para su 

resolución. 

 



31. Compulsión directa sobre las personas: 
a) Si, tratándose de obligaciones personalísimas de  hacer, no se realizase la 

prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y 
cobro se procederá en vía administrativa. 

b) Si, tratándose de obligaciones personalísimas de  hacer, no se realizase la 
prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y 
cobro se procederá en vía judicial. 

c) Si, tratándose de obligaciones personalísimas de  hacer, la administración deberá 
requerir autorización judicial con objeto de realizar la prestación a cuenta del 
administrado. 

d) En ningún caso la administración podrá realizar obligaciones personalísimas en 
sustitución del administrado. 
 

32. El procedimiento de revisión de oficio, regulado en el artículo 106 de la Ley 
39/2015 de procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas establece que: 

a) En los expedientes de revisión de oficio no opera la caducidad al requerir dictamen 
previo del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. 

b) Procederá la caducidad del expediente, en los expedientes iniciados de oficio, si en 
el transcurso de seis meses desde su inicio no se hubiera dictado resolución 
expresa. 

c) En los expedientes de revisión de oficio sólo opera la caducidad si se dictamina de 
forma favorable en el dictamen previo del Consejo de Estado u órgano consultivo 
de la Comunidad Autónoma. 

d) Procederá la caducidad del expediente, en los expedientes iniciados a instancia de 
parte,  si en el transcurso de seis meses desde su inicio no se hubiera dictado 
resolución expresa. 
 

33. La declaración de lesividad de un acto anulable por la administración. 
a) La declaración de lesividad no podrá adoptarse por la Entidad Local sin 

autorización  previa del juzgado de lo contencioso administrativo y con informe 
favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. 

b) La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años 
desde que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos 
aparezcan como interesados. 

c) La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos seis meses  
desde que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos 
aparezcan como interesados. 

d) La declaración de lesividad no podrá adoptarse por la Entidad Local sin 
autorización  previa de la Subdelegación de Gobierno y con informe favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. 
 

34. La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial: 

a) Pone fin a la vía administrativa cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o 
privada, de que derive. 

b) Pone fin a la vía administrativa cuando se derive, únicamente, de relación privada. 
c) Ponen fin a la vía administrativa cuando se derive, únicamente, de relación pública. 
d) No pone fin a la vía administrativa. 

 



35. El acuerdo de suspensión de la ejecución  del acto impugnado: 
a) En ningún caso podrán adoptarse medidas cautelares al dictar el acuerdo de 

suspensión del acto impugnado. 
b) Podrá adoptar las medidas cautelares que sean necesarias para asegurar la 

protección del interés particular. 
c) Únicamente podrá adoptar las medidas cautelares cuando sea requerido  por 

orden judicial. 
d) Podrá adoptar las medidas cautelares que sean necesarias para asegurar la 

protección del interés público o de terceros. 
 

36. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá 
a) Dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la 

resolución impugnada,  cuando al dictar los actos administrativos se hubiera 
incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al 
expediente del apartado anterior. 

b) Dentro del plazo de tres meses siguientes a la fecha de la notificación de la 
resolución impugnada, cuando al dictar los actos administrativos se hubiera 
incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al 
expediente del apartado anterior. 

c) Dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la 
resolución impugnada cuando en la resolución hayan influido esencialmente 
documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o 
posterior a aquella resolución. 

d) Contra acto administrativo no cabe el recurso extraordinario de revisión. 
 

37. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde: 
a) El día en que la infracción se hubiera cometido. 
b) A partir del día siguiente de la notificación de la infracción. 
c) A partir del día siguiente de la publicación en el Boletín Oficial del Estado o de la 

Comunidad Autónoma. 
d) Las infracciones no prescriben, únicamente prescriben las sanciones. 

 
38. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo: 
a) En ningún caso producirán efecto retroactivo. 
b) En cuanto favorezcan al presunto infractor, únicamente, en lo referido  a los plazos 

de prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al 
entrar en vigor la nueva disposición. 

c) En cuanto favorezcan al presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la 
tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción, 
incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la 
nueva disposición, producirán efecto retroactivo. 

d) En todo caso producirán efecto retroactivo. 
 

39. El premio de afección en la expropiación forzosa es por importe de: 
a) Un diez por ciento del justo precio. 
b) Un siete por ciento del justo precio. 
c) Un cinco por ciento del justo precio. 
d) No existe premio de afección en la expropiación forzosa. 

 



40. Inicia el expediente de expropiación: ( art. 21 LEF) 
a) La hoja de aprecio, en la que se determina el valor del bien expropiado, presentada 

por los propietarios. 
b) La hoja de aprecio, en la que se determine el valor del bien expropiado, presentada 

por la Administración. 
c) Acuerdo de necesidad de ocupación del bien expropiado. 
d) Resolución de Jurado Provincial de Expropiación. 

 
41. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 

la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de 2014 (LCSP), el valor estimado de los contratos de servicios que tengan 
un carácter de periodicidad,  tomará como base para su cálculo, alguna de 
las siguientes cantidades: 

a) El valor de todos los servicios, siempre que sean necesarios para la ejecución de 
la prestación de los servicios. 

b) La renta procedente del pago de tasas y multas por los usuarios de los servicios, 
distintos de los recaudadas en nombre del poder adjudicador. 

c) El valor estimado total de los contratos sucesivos adjudicados durante los doce 
meses siguientes a la primera entrega o en el transcurso del ejercicio, si este fuera 
superior a doce meses. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

42. Según la LCSP, para las entidades locales, en los contratos que tengan por 
objeto la adquisición de bienes inmuebles, el importe de la adquisición podrá 
ser objeto de un aplazamiento: 

a) De hasta cuatro años, con sujeción a los trámites previstos en la normativa 
reguladora de las Haciendas Locales para los compromisos de gastos futuros. 

b) De hasta cinco años, con sujeción a los trámites previstos en la normativa 
reguladora de las Haciendas Locales para los compromisos de gastos futuros. 

c) Se prohíbe el pago aplazado del precio en los contratos para las entidades locales. 
d) Ninguna de las respuestas es correcta. 

 
43. Según la LCSP: 
a) Corresponde alaJunta de Gobierno Local las competencias como órgano de 

contratación, cuando su valor estimado supere el 10 por ciento de los recursos 
ordinarios del presupuesto,y la cuantía de seis millones de euro, incluidos los de 
carácter plurianual cuando su duración no sea superior a cuatro años. 

b) Correspondeal Alcalde las competencias como órgano de contratación, cuando su 
valor estimado supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto,y 
la cuantía de seis millones de euro, incluidos los de carácter plurianual cuando su 
duración no sea superior a cuatro años. 

c) Corresponde al Pleno las competencias como órgano de contratación, cuando su 
valor estimado supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto, 
y la cuantía de seis millones de euro, incluidos los de carácter plurianual cuando su 
duración no sea superior a cuatro años. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 

 



44. Los Municipios podrán licitar contratos no sujetos a regulación armonizada 
de concesión de servicios que se refieran a la gestión de dos o más servicios 
públicos diferentes: 

a) Siempre y cuando la anualidad media del contrato no supere los 100.000 euros, y 
el órgano de contratación justifique en el expediente de contratación esta decisión 
en base a la necesidad objetiva de proceder a la gestión unificada de dichos 
servicios. 

b) Siempre y cuando la anualidad media del contrato no supere los 150.000 euros, y 
el órgano de contratación justifique en el expediente de contratación esta decisión 
en base a la necesidad objetiva de proceder a la gestión unificada de dichos 
servicios. 

c) Siempre y cuando la anualidad media del contrato no supere los 200.000 euros, y 
el órgano de contratación justifique en el expediente de contratación esta decisión 
en base a la necesidad objetiva de proceder a la gestión unificada de dichos 
servicios. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

45. Se pretende modificar un contrato, conforme al artículo 205 de la LCSP -no 
previstas- y se plantea la cuestión relativa al plazo del que dispone el 
contratista para el reajuste de la garantía definitiva: 

a) Es necesario proceder al reajuste de la garantía definitiva, en cualquier caso, en el 
plazo de quince días hábiles. 

b) Es necesario proceder al reajuste de la garantía definitiva siempre que la 
modificación implique variación del precio del contrato, en el plazo de quince días 
hábiles. 

c) Es necesario proceder al reajuste de la garantía definitiva, en cualquier caso, en el 
plazo de veinte días hábiles. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

46. Un contrato de servicio con un plazo de duración de dos años ha sido objeto 
de prórroga por otros dos años más, habiendo sido revisado el precio al serle 
de aplicación una cláusula de revisón contemplada en el mismo. Previamente 
a la formalización de la prórroga se ha solicitado nueva garantía (reajuste de 
garantías artículo109 LCSP); determine la respuesta correcta: 

a) El reajuste de la garantía solo está previsto para la modificación del contrato, por lo 
que resulta improcedente su exigencia. 

b) Procederá el reajuste siempre que haya alteración del precio por aplicación de 
cláusulas de revisión. 

c) Es necesario proceder al reajuste de la garantía definitiva, en cualquier caso, 
puesto que se pretende prorrogar el contrato. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

47. Se pretende realizar un acuerdo marco para la selección de entidad 
financiera dispuesta a abrir una línea de crédito permanente para con las 
entidades de la provincia por operaciones a largo plazo incluidas en los 
presupuestas de la entidad y subvencionada por la Diputación, con el fin de 
conseguir condiciones más favorables para el conjunto de ayuntamientos y 
demás entidades de la provincia; determine la calificación jurídica del 
contrato: 



a) Está excluido del ámbito de la LCSP, porque se trata de un contrato relativo a 
servicios financieros relacionados con la emisión, compra, venta o transferencia de 
valores o de otros instrumentos financieros en el sentido de la Directiva 
2004/39/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004. 

b) Tendrá carácter privado porque nos encontramos ante un contrato de servicios que 
tiene por objeto servicios financieros con número de referencia CPV de 66100000-
1 a 66720000-3. 

c) Es un contrato administrativo especial de acuerdo con el artículo 52 del Real 
Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

48. Por un licitador se ha presentado recurso especial en materia de contratación 
contra el acuerdo de la Mesa de Contratación de proponer su exclusión de la 
licitación por no quedar suficientemente justificada la baja desproporcionada 
de su oferta. Dicha exclusión del licitador se ha producido en los lotes a los 
que concurrió en la licitación. Dado que el contrato tiene 6 Lotes más, 
¿podría el Ayuntamiento continuar con la adjudicación de los lotes restantes 
si en algún momento del proceso se suspende la adjudicación? 
 

a) Sí, porque que una pretensión que tenga por objeto la suspensión del 
procedimiento de adjudicación debe quedar limitada únicamente a los lotes en que 
el licitador/impugnante haya participado, por cuanto al resto no presento 
proposición. 

b) Sí, porque afecta al principio de proporcionalidad entender que la impugnación del 
acto de exclusión, legitima al recurrente a paralizar el procedimiento de 
adjudicación del resto de los lotes. 

c) Sí, porque cuando se dicte el acto de la adjudicación, es posible diferenciar en el 
mismo acto, partes distintas en atención al lote que se adjudica. 

d) Todas las respuestas son correctas. 
 

49. Un contrato de suministro está compuesto por dos lotes, cada uno de ellos 
de valor estimado de 55.000 euros. Ambos lotes suman un valor estimado de 
contratación de 110.000 euros, pero por separado no llegarían al umbral del 
recurso especial. ¿Estaría sujeto a recurso especial en materia de 
contratación?. 

a) No, porque al licitarse en lotes el contrato, el valor estimado es el de cada contrato 
por separado, siendo en éste caso inferior a 100.000 euros. 

b) No, porque el valor estimado del conjunto de ambos, no alcanza al umbral que 
establece la LCSP para los contratos de suministro sujetos a regulación 
armonizada (SARA). 

c) Sí, porque al licitarse en lotes el contrato, el valor estimado es el del conjunto de 
ambos, por tanto, el contrato que se adjudique con ocasión de cada uno de los 
citados lotes, guardará relación con un valor estimado de más de 100.000 euros. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

50. En un Ayuntamiento se pretende licitar unas obras de rehabilitación de una 
plaza mediante procedimiento abierto simplificado sumario. El TAG de 
contratación redacta un Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares 
(PCAP) en el que se exige la acreditación de la solvencia económica y 



financiera y técnica o profesional y por parte del Titular de los servicios 
jurídicos se le requiere para que rectifique esta cuestión. 

a) El requerimiento es correcto porque en los Pliegos se debe espeficar, de entre los 
recogidos en la LCSP, los admitidos para acreditar la solvencia, y no se han 
concretado en el PCAP. 

b) No resulta correcto el requerimiento porque si bien el contratista debe disponer de 
solvencia suficiente está exceptuado de tener que acreditarla, puesto que la LCSP 
hace primar la celeridad del procedimiento y su eficacia a las estrictas exigencias 
de seguridad jurídica que sí son propias de otros contratos de mayor trascendencia 
económica. 

c) No resulta correcto el requerimiento por extralimitación de funciones al desbordar 
el informe los aspectos concretos en materia de contratación y trascender sobre 
cuestiones orgánicas de personal. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 

PREGUNTAS DE RESERVA 

51. Un funcionario de carrera, administrativo del Ayuntamiento se ha presentado 
a un proceso selectivo para una bolsa de técnico administración general de 
naturaleza interina en otro Ayuntamiento quedando en primer lugar. Ante una 
solicitud de ir a prestar funciones en ese Ayuntamiento ¿cual deber ser la 
situación administrativa en que quedaría en el Ayuntamiento de origen? 
 

a) De conformidad con el artículo 88 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público (TREBEP), será declarado en la situación de servicio en otras 
Administraciones Públicas. 

b) De conformidad con el artículo 89.2 del TREBEP y el artículo 15 del Real Decreto 
365/1995, de 10 de marzo, pasaría a la situación de excedencia voluntaria por 
interés particular. 

c) De conformidad con el artículo 87 del TREBEP será declarado en situación de 
servicios especiales. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

52. Un trabajador del Ayuntamiento, laboral indefinido, a jornada completa, que 
forma parte del Servicio de Mantenimiento, plantea solicitar licencia de 
apertura para iniciar una actividad de cafetería. Desearíamos saber si es 
posible la compatibilidad de ambos empleos, considerando que en su 
nómina figura unas retribuciones básicas de 820 euros y un complemento 
específico de 250 euros. 
 

a) La actividad en cuestión es compatible porque no se relaciona directamente con 
las funciones que realiza debido a su cargo en el Ayuntamiento, ni menoscaba ni 
interfiera en el cumplimiento de sus deberes, ni comprometa su imparcialidad e 
independencia. 

b) La actividad es compatible porque además de lo anterior, respeta el límite 
cuantitativoestablecido en la normativa de aplicación. 

c) La actividad en cuestión no es compatible porque el complemento específico que 
tiene asignado el puesto de trabajo, supera el límite establecido en la normativa de 
aplicación. 



d) Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

53. De acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, las notificaciones por medios electrónicos se practicarán: ANULADA 

a) mediante comparecencia en la sede electrónica o sede electrónica 
asociada de la Administración, organismo público o entidad de derecho 
público vinculado o dependiente actuante. 

b) a través de la Dirección Electrónica Habilitada única. 
c) mediante ambos sistemas. 
d) Ninguna es correcta. 

54. El artículo 49 de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local (LRBRL), establece que “La aprobación de las Ordenanzas 
locales se ajustará al siguiente procedimiento: 

a) a) Aprobación inicial por el Pleno. 

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo máximo de treinta 
días para la presentación de reclamaciones y sugerencias. 

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y 
aprobación definitiva por el Pleno. 

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se 
entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional”. 

b) a) Aprobación inicial por el Pleno. 

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo máximo de veinte días 
para la presentación de reclamaciones y sugerencias. 

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y 
aprobación definitiva por el Pleno. 

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se 
entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional”. 

c) a) Aprobación inicial por la Junta de Gobierno Local. 

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de treinta 
días naturales para la presentación de reclamaciones y sugerencias. 

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo 
y aprobación definitiva por el Pleno. 

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se 
entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional”. 

d) a) Aprobación inicial por el Pleno. 

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de treinta 
días para la presentación de reclamaciones y sugerencias. 



c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo 
y aprobación definitiva por el Pleno. 

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se 
entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional”. 

55. Son actos que NO ponen fin a la vía administrativa: 
a) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación 

del Alcalde, del Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía 
administrativa. 

b) Las resoluciones de los recursos de alzada. 
c) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
d) La resolución de un contrato administrativo. 

 

 

 


